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Exp. 586/2020/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 586/2020/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	PARTE ACTORA: **********

	AUTORIDADES DEMANDADAS: **********.


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARÍA GABRIELA MARMOLEJO HERNÁNDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., a veintidós de febrero de dos mil veintiuno. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 586/2020/2, promovido por el C. ********** en contra del Ayuntamiento de Tamazunchale San Luis Potosí, la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito y el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento municipal; todos pertenecientes al H. Ayuntamiento de Tamazunchale San Luis Potosí.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el siete de agosto del año en curso, el C. **********, promovió demanda de juicio contencioso administrativo, en contra del Ayuntamiento de Tamazunchale San Luis Potosí; la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal, como ordenadoras y el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento, como autoridad ejecutora; todos pertenecientes al H. Ayuntamiento de ********** y por los actos que hizo consistir de la siguiente manera.

 “a).-La Resolución de fecha 10 de Julio del 2020 emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de ********** dentro del Procedimiento Administrativo Sancionador Disciplinario número **********, en contra del suscrito **********.”
“b) Todas las actuaciones realizadas ilegalmente con motivo del acto anterior, consistente en la ejecución del mismo ….. “
“c) Todas las consecuencias de Ipso y de Facto que se generen por los anteriores actos señalados.”

II.- Mediante auto de veintiséis de agosto del año en curso, se tuvo por admitida la demanda, por lo que, con la copia simple del escrito inicial de demanda y de sus anexos, se ordenó correr traslado a las autoridades señaladas como demandadas, para que dentro del término de diez días hábiles, contestaran lo que a su derecho correspondiera, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con que éstas se encontraran relacionadas; apercibidas que en caso de no hacerlo, de oficio, se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se les tendría a las autoridades demandadas, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 
Además, se tuvieron por ofrecidas las pruebas que refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda. 

III.- Por auto de catorce de octubre de dos mil veinte, se acordó lo siguiente:

Se dio cuenta con los acuses de recibo **********, dirigidos a las autoridades demandadas y remitidos por el servicio Postal Mexicano, los cuales fueron recibidos en la Oficialía de partes del Tribunal el veintinueve de septiembre del año en curso.

Así mismo, se tuvo por contestada la demanda por las enjuiciadas –a través de los oficios correspondientes suscritos, por el Licenciado ********** en su carácter de Primer Síndico Municipal del H. Ayuntamiento, quien compareció por si, y en representación del H. Ayuntamiento de Tamazunchale, S.L.P., por el L.F.C.P. ********** en su carácter de Oficial Mayor del citad Ayuntamiento y por el Comandante ********** en su carácter de Presidente de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección de Seguridad Publica y Transito Municipal de Tamazunchale, S.L.P.; por lo que se ordenó correr traslado con los oficios contestatorios y sus anexos a la parte actora para los efectos legales a que hubiere lugar.

Así mismo como lo solicitaron las autoridades demandadas, se les autorizó para que dentro de las instalaciones del tribunal utilizaran cámara fotográfica y/o cualquier otro dispositivo electrónico,  a efecto de capturar impresiones fotográficas e imágenes y recabar información de las constancias del expediente y los tomos complementarios del mismo.
Así también, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo, de los artículos 69, fracción II, y 70, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes las siguientes:

Al actor:
·  Copia certificada de la resolución de fecha diez de julio de dos mil veinte, emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P., y la Cedula de notificación de fecha catorce de julio del año en curso;

·  Oficio número ********** de fecha nueve de diciembre de mil novecientos noventa y nueve;
· Recibo de nómina expedido a favor del actor, correspondiente al periodo del dieciséis al treinta de junio de dos mil veinte;
· Recibo de nómina expedido a favor del actor correspondiente al periodo del dieciséis al treinta y uno  de mayo de dos mil veinte;
· Recibo de nómina expedido a favor del actor correspondiente al aguinaldo del año dos mil diecinueve;
· La instrumental de actuaciones;

·  La presuncional legal y humana.

A las autoridades demandadas -pertenecientes al H. Ayuntamiento de Tamazunchale, S.L.P. Si bien es cierto en su contestación de demanda refiere pruebas, lo cierto es que no ofreció ni exhibió ninguna.
Por último, visto el estado que guardaban los autos, se señalaron las once horas del trece de noviembre del dos mil veinte, para el desahogo de la audiencia final a que se refiere el artículo 246, del Código Procesal Administrativo para el Estado.

IV.- En la fecha y hora señaladas en el Resultando anterior - once horas del trece de noviembre del dos mil veinte -, se llevó a cabo la audiencia final, en la que el Secretario de Acuerdos hizo constar que:

·  Comparecían el abogado autorizado de la parte actora Licenciado **********, y se hizo constar que no compareció ninguna de las autoridades demandadas ni representante alguno de su parte.
·  Dio cuenta de las actuaciones y constancias que integran en este juicio –demanda inicial y su respectiva contestación-.

·  En el periodo de pruebas: Se tuvieron por desahogadas las probanzas ofrecidas y admitidas por la parte actora, por su propia y especial naturaleza.
·  Al no existir más pruebas pendientes por desahogar se dio por concluido el periodo probatorio.

·  En el periodo de alegatos: Se dio cuenta de los que por escrito formulo el Delegado de las Autoridades demandadas y se certificó que no se formularon por la parte actora.
·  No existiendo pruebas o diligencia alguna pendiente por desahogar, se dio por concluida esa audiencia.

· Se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y XVII, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en relación con el diverso 51, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; puesto que se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular como lo es **********y autoridades del Municipio de Tamazunchale, S.L.P., que se produce en virtud de una relación administrativa del actor con el citado Municipio, como integrante de un cuerpo de seguridad pública; conflicto por el cual los invocados numerales le confieren jurisdicción.

Lo anterior, es acorde con el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 244 del Tomo III de junio de 1996 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que a la letra reza:
"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La personalidad del actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En cuanto al interés jurídico del demandante, está plenamente acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado, consistente en la resolución dictada en el expediente ********** el día diez de julio del dos mil veinte por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí, dirigida al hoy actor, C. **********, donde resolvieron que había lugar a decretar su destitución del cargo, en virtud de la imputación en su contra, por haber incurrido en el incumplimiento a las obligaciones establecidas en el artículo 56 fracción XXII de la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí, así como también a las establecidas en los artículos 5 fracción II, 6, 14 y 26 fracción IV del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública y tránsito municipal de Tamazunchale, S.L.P.; por consiguiente, toda vez que dicho acto –el cuál el accionante argumenta su ilegalidad en su escrito inicial de demanda- significó que se concluyera su relación administrativa así como su carrera policial, lo que se refleja en la terminación del pago de los haberes y contraprestaciones a que tenía derecho el hoy impetrante en virtud del puesto que venía desempeñando; es claro que al demandante le asiste interés jurídico para controvertir ese acto en el presente juicio contencioso administrativo. La referida documental es visible en copias certificadas del folio 11 a la 18 del expediente en que se actúa; misma que fue exhibida por la parte actora junto a su demanda.

Por su parte, el Licenciado **********, quién compareció en su carácter de Primer Síndico Municipal del H. Ayuntamiento de Tamazunchale, S.L.P., por sí y como Representante Legal del citado Ayuntamiento, acreditó su personalidad con la publicación hecha el día treinta de septiembre de dos mil dieciocho, en el Periódico Oficial del Estado, la cual contiene la Declaración de Validez de la elección de los 58 Ayuntamientos del Estado, para el periodo comprendido del primero de octubre de dos mil dieciocho al treinta de septiembre de dos mil veintiuno, visible en la foja 50 a la 59 del expediente en que se actúa; asimismo, el L.F.C.P. ********** acreditó su carácter de Oficial Mayor del citado Ayuntamiento y el Comandante **********acreditó su calidad de Director de Seguridad Pública Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia de la citada Dirección, con la copia certificada de su nombramiento respectivo que acompañaron a su contestación de demanda y que se encuentran visibles en la foja, 71 y 83 de autos, conforme lo establecido en el párrafo tercero del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72, fracción I, 217, párrafo segundo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el juicio contencioso administrativo.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio contencioso administrativo es la legalidad o ilegalidad de la resolución dictada en el expediente ********** el día diez de julio del dos mil veinte por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Tamazunchale,  San Luis Potosí, dirigida al hoy actor, C. **********, donde resolvieron que había lugar a decretar su destitución del cargo, en virtud de la imputación en su contra, por haber incurrido en el incumplimiento a las obligaciones contenidas en el artículo 56 fracción XXII de la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí, así como también a las establecidas en los artículos 5 fracción II, 6, 14 y 26 fracción IV del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública y tránsito municipal de Tamazunchale, S.L.P.

Aunado, con las pretensiones del accionante, que consisten en una declaración de ilegalidad de la resolución impugnada, mediante la cual se resolvió la destitución del cargo como integrante de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal, y en consecuencia la condena a las demandadas al pago de los salarios vencidos e incrementos salariales desde la destitución del cargo y al pago de diversas prestaciones, lo que desarrolla en el apartado que denomina “PRETENSIÓNES QUE SE INTENTAN” de su escrito inicial de demanda.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
Ahora bien, las autoridades demandadas en su contestación, plantea como excepciones la de sin acción, carencia de derecho para demandar, derivadas que el accionante reclama un acto de autoridad, que está debidamente fundado y motivado, el cual se notificó en su momento procesal oportuno, ya que se realizó el procedimiento administrativo, cumpliendo con todas y cada una de las etapas procesales y formalidades que la Ley del Sistema Pública del Estado establece, dando término con la debida resolución en dicho procedimiento.

En ese sentido lo argumentado por la demandada en el sentido de que la actuación controvertida en el presente juicio, presuntamente la dictó conforme a derecho corresponde al análisis de fondo del asunto; pues precisamente lo que está en controversia en el expediente en que se actúa, es la legalidad o ilegalidad de la resolución impugnada. Por lo tanto, las excepciones que manifiesta la demandada que tienen sustento en la presunción de validez del acto impugnado, como lo son que cumplió con todas y cada una de las formalidades necesarias para la emisión del acto impugnado, la de sin acción, carencia de derecho, que la resolución está debidamente fundada y motivada, así como realizó el procedimiento administrativo, cumpliendo con todas y cada una de las etapas procesales y formalidades que la Ley del Sistema Pública del Estado establece, dentro del ámbito de atribuciones de la demandada; deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia del asunto, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Finalmente se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que advirtiera que en la especie se actualizara alguna, por lo que, en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación que hizo valer el demandante en contra de la resolución impugnada dictada el diez de julio del dos mil veinte dentro del expediente **********.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea el actor en su escrito inicial de demanda, se localizan a fojas 6 a 7 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Como quedó reseñado en el considerando segundo de la presente resolución el acto impugnado se hace consistir en la resolución de fecha 10 de julio del 2020 emitida por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P., en la que entre otras cosas, se resolvió destituir al ahora actor del cargo que desempeñaba como integrante de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P.
Ahora bien, la parte actora hace valer dos conceptos de impugnación en los que substancialmente aduce lo siguiente:

1. En el Primer concepto de impugnación que hace valer el impetrante en su escrito inicial de demanda, substancialmente se duele de que en la resolución impugnada, no señala de manera clara y concreta las circunstancias por las cuales se determinó la destitución del cargo, puesto que no se hace una relación lógica jurídica entre los hechos que se le imputan con el resultado de las pruebas recabadas, por lo que estima que sin la debida fundamentación y motivación se resolvió destituirlo del cargo que desempeñaba como integrante de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P.
2. En el segundo concepto de impugnación argumenta que en el caso en particular en la resolución impugnada la demandada fue omisa en considerar las circunstancias que la motivaron a determinar la destitución del cargo ya que no se tomaron en cuenta las circunstancias específicas que justificaran la necesidad de la medida, como es; la gravedad de la infracción, daños causados a la institución, daños infringidos a la ciudadanía, condiciones socioeconómicas del infractor, cargo, comisión, categoría jerárquica y antigüedad, conducta observada con anterioridad al hecho; intencionalidad o negligencia; perjuicios originados al servicio; daños producidos a otros integrantes; grado de instrucción del presunto infractor, y finaliza transcribiendo los artículos 112, 114 y 116 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública  del Estado.
Por su parte la autoridad demandada, al momento de formular su contestación de demanda defendió la legalidad de la resolución impugnada, refutando dicho agravio en el sentido de que de la misma resolución impugnada se desprenden debidamente fundados y motivados los hechos y circunstancias que dieron origen al procedimiento en contra del hoy actor, por el incumplimiento a las funciones y obligaciones inherentes al cargo como agente de tránsito municipal y que se encuentran contenidas en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado y del Reglamento Interno  de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P.

Ahora bien respecto del Primer concepto de impugnación esta Sala Unitaria estima que los argumentos que hace valer el actor resultan inoperantes por insuficientes en la medida que el demandante se concreta a realizar simples aseveraciones, sin que para tal efecto haya precisado los razonamientos por los cuales la fundamentación y motivación expuesta por la autoridad demandada no era acorde para determinar la destitución, o bien, el motivo por las que consideró que las circunstancias y el resultado de las pruebas señaladas por la autoridad no era el correcto y/o suficiente.
Se arriba a la calificación anterior debido a que el agravio en análisis deviene insuficiente, ya que no combate con precisión las consideraciones que hizo la autoridad emisora del acto impugnado para determinar la destitución del ahora actor del cargo que desempeñaba como integrante de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P., es decir, el demandante no expresa razonamientos lógico-jurídicos que combatan las consideraciones de la demandada en el acto administrativo que se impugna, con los cuales ponga de manifiesto ante esta Sala Unitaria que su actuación haya sido contraria a la ley o a la interpretación jurídica de la misma, ya que únicamente se limitó a realizar simples aseveraciones, sin que para tal efecto haya precisado los razonamientos por los cuales la fundamentación y motivación expuesta por la autoridad demandada no era acorde y/o suficiente para determinar la destitución del ahora actor del cargo que desempeñaba como integrante de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P., pues sólo en esta hipótesis puede analizarse si la fundamentación y motivación invocada en el acto de autoridad le deparó perjuicios, y en tal virtud, este tribunal pueda determinar si la sentencia recurrida es ilegal o no.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis aislada que enseguida se transcribe:

Séptima Época, Registro: 232583, Instancia: Pleno Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación 127-132 Primera Parte, Materia(s): Común,Tesis: Página:    66

AGRAVIOS INSUFICIENTES.

Si en el amparo en revisión no se expone argumentación alguna dirigida a impugnar la legalidad de la sentencia del Juez Federal, mediante la demostración de violaciones legales específicas en que incurra la sentencia recurrida, debe considerarse que los agravios alegados en el recurso de revisión no reúnen los requisitos que la técnica jurídico-procesal señala para el efecto y, en consecuencia, procede desechar los agravios por manifiestamente inoperantes y confirmar el fallo que revisa.

Lo anterior es así, máxime, que en términos del artículo 273 del Código Adjetivo Civil del Estado, de aplicación supletoria al procedimiento contencioso administrativo por disposición del artículo 217 de la ley que rige el procedimiento administrativo, corresponde al actor acreditar los hechos constitutivos de su acción y al reo los de sus excepciones, por tanto es a la parte a quien perjudica el acto administrativo el que tiene la carga procesal de demostrar su ilegalidad a través de los agravios correspondientes, lo que se cumple cuando los argumentos expresados se encaminan a combatir las consideraciones en que se apoya la sentencia impugnada; aspecto que no sucedió en la especie, ya que el inconforme no señala con precisión porque la fundamentación y motivación invocada por la demandada y específicamente las razones vinculadas a las pruebas señaladas por la autoridad no son suficientes, ni tampoco señaló las razones por las que consideró que la emisora del acto no señaló de manera clara y concreta las circunstancias por las cuales se determinó la destitución del cargo, como tampoco señala porque estima que la demandada no hizo una relación lógica jurídica entre los hechos que se le imputan con el resultado de las pruebas recabadas; pues como se señaló con anterioridad, sólo realiza meras afirmaciones generales e imprecisas, las cuales no pueden tomarse en cuenta para abordar la ilegalidad del acto combatido, al no contener de manera indispensable argumentos necesarios con los que se justifique su transgresión.
En cuanto al segundo  concepto de impugnación que hace valer el impetrante en su escrito inicial de demanda, a juicio del suscrito Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria, es fundado y por lo tanto, suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada; en virtud de las consideraciones que a continuación se exponen.
Establecido lo anterior y para estar en posibilidad de resolver conforme a derecho los argumentos planteados por el actor en el concepto de impugnación que se analiza primeramente  conviene precisar que si bien es cierto que para determinar el grado de culpabilidad  respecto de las indisciplinas o faltas cometidas por los integrantes de las instituciones policiales y el quantum de la sanción; las autoridades competentes hacen uso de su ejercicio de facultades disciplinarias y sancionatorias, también lo es que la actuación de las autoridades debe ajustarse a la observación y cumplimiento de las reglas y/o requisitos establecidos en las Leyes y reglamentos para la aplicación de las correcciones y sanciones aplicadas a los integrantes de los cuerpos de seguridad.  

En ese sentido  esta Sala Unitaria considera oportuno tener en cuenta que la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, en su capítulo II, denominado “De las Correcciones y Sanciones Disciplinarias” específicamente en sus artículos 112, 114 y 116 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, dispone lo siguiente.
Artículo 112. Las indisciplinas o faltas cometidas por los elementos de los cuerpos de seguridad pública, serán enmendadas a través de correcciones y sanciones disciplinarias. 

Artículo 113. Las correcciones disciplinarias serán aplicadas a los integrantes de los cuerpos de seguridad, por los superiores jerárquicos, o por el titular de la institución. 

Las correcciones disciplinarias consistirán en apercibimiento, y arresto**********hasta por treinta y seis horas, con o sin perjuicio en el servicio. La corrección disciplinaria se registrará en el expediente personal del infractor integrante de los cuerpos de seguridad. 

Artículo 114. Las sanciones disciplinarias aplicables por la Comisión de Honor y Justicia son: 

I. Amonestación; 

II. Suspensión temporal de funciones hasta por noventa días, y

III. Remoción, o destitución del cargo.

Artículo 116. La aplicación de las correcciones y sanciones se realizará considerando los antecedentes personales y los factores siguientes: 
I. Gravedad de la infracción; 
II. Daños causados a la Institución; 
III. Daños infligidos a la ciudadanía; 
IV. Condiciones socioeconómicas del infractor; 
V. Cargo, comisión, categoría jerárquica y antigüedad; 
VI. Conducta observada con anterioridad al hecho; 
VII. Circunstancias de ejecución; 
VIII. Intencionalidad o negligencia; 
IX. Perjuicios originados al servicio; 
X. Daños producidos a otros integrantes; 
XI. Daños causados al material y equipo, y 
XII. Grado de instrucción del presunto infractor.

De la transcripción de los preceptos normativos que han sido citados, se desprende lo siguiente:

a) Que las indisciplinas o faltas cometidas por los elementos de los cuerpos de seguridad pública, serán enmendadas a través de correcciones -Apercibimiento, y arresto hasta por treinta y seis horas, con o sin perjuicio en el servicio- y sanciones disciplinarias -Amonestación, Suspensión temporal de funciones hasta por noventa días, y Remoción, o destitución del cargo-; las primeras aplicadas, por los superiores jerárquicos, o por el titular de la institución y las segundas, por la Comisión de Honor y Justicia. 
b)  Que la Comisión de Honor y Justicia será la autoridad competente para imponer las sanciones disciplinarias;

c) Que las sanciones disciplinarias aplicables por la Comisión de Honor y Justicia son: 

I. Amonestación; 

II. Suspensión temporal de funciones hasta por noventa   días, y

III. Remoción, o destitución del cargo 
d) Que la autoridad competente - superiores jerárquicos, o por el titular de la institución y Comisión de Honor y Justicia - para determinar las correcciones y/o sanciones previstas en los ordenamientos aplicables a la materia, como los es la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, debe considerar, los antecedentes personales y los factores siguientes:

1. La gravedad de la infracción;

2.  Daños causados a la Institución; 
3. Daños infligidos a la ciudadanía;

4. Condiciones socioeconómicas del infractor; 

5. Cargo, comisión, categoría jerárquica y antigüedad;

6. Conducta observada con anterioridad al hecho;

7. Circunstancias de ejecución; Intencionalidad o negligencia;
8. Daños producidos a otros integrantes;

9. Daños causados al material y equipo, y 
10. Grado de instrucción del presunto infractor.

Ahora bien obra agregada en autos a fojas 11 a la 18 la resolución impugnada, de cuyo contenido se desprende la imposición de la sanción disciplinaria al ahora actor, consistente en la destitución del C. **********, del cargo que desempeñaba como integrante de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P., 
Asimismo,  se desprende que la autoridad a efecto de motivar la determinación de la sanción disciplinaria consistente en la destitución del ahora actor, en el considerando III de la resolución impugnada señalo: 

“CONSIDERANDO 
III. La responsabilidad atribuida al C. ********** en su calidad de Elemento de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal, carácter que se acredita en términos del expediente personal, mismo que obra en autos, por el incumplimiento a las obligaciones establecidas en el artículo 56 fracción XXII de la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí así como por el incumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 5 fracción II, 6, 14 y 26 fracción IV del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P., que a la literalidad señalan: 

(………….)

Dicha conducta se encuentra debidamente comprobada con las tres video grabaciones, en las cuales indubitablemente se puede apreciar que el C. ********** se encontraba sobre sobre la avenida Hidalgo frente  a la Presidencia Municipal cuando se acercan a él dos personas, una del sexo femenino y otra del sexo masculino e inician una conversación estando las tres persona completamente detenidos sin caminar, después de iniciada la conversación la persona del sexo masculino señala con su mano izquierda un vehículo y después **********  señala con su mano izquierda la camioneta blanca propiedad del H. Ayuntamiento y la persona de sexo masculino saca de entre su ropa un martillo frente a la presencia del elemento policiaco, sin que este realice maniobra o movimiento alguno para detenerlo, el masculino golpea el vehículo y el elemento policiaco ********** empieza a caminar delante de las dos personas, quienes posteriormente se le emparejan y caminan incluso juntos aproximadamente un metro y medio de distancia, separándose ********** caminando hacia la izquierda detrás de un vehículo y la pareja caminando de frente rumbo a la iglesia, cuando la pareja llega a la esquina  ********** toma su celular y voltea hacia el balcón; ahora bien y dada la importancia de las pruebas aportadas, resulta necesario que esta Autoridad  Administrativa realice una correcta valoración de las mismas para arribar a la verdad histórica de los hechos y determinar el carácter absolutorio o condenatorio de la resolución; prueba video grafica que según  la naturaleza de los hechos y el enlace lógico y natural que existe entre la verdad conocida y la que se busca, aprecia en el criterio de esta Autoridad  valor suficiente para considerarla prueba plena; sin que pase desapercibido las manifestaciones realizadas por el C. ********** que en cuanto a lo que aquí interesa señala; “en cuanto al argumento de supuestamente lo señale con mi mano derecha la camioneta es TOTALMENTE FALSO ya que no existen los elementos suficientes para demostrar dicho señalamiento, ya que al caminar yo es un movimiento natural que realizo al compás de mis pasos” (SIC); manifestación que al no tener sustento en probanza alguna no le beneficia en lo absoluto  al C. **********aunado a que en la prueba video grafica  se puede apreciar que en el momento en que este señala con su mano izquierda el vehículo propiedad del H. Ayuntamiento, lo realiza estando completamente detenido  en su caminar, es decir no realiza movimiento natural al compás de sus pasos; y en cuanto a la manifestación  “Así mismo al hecho de que una vez consumada su acción por parte de esta persona en contra del vehículo y se ve en la imagen que camino junto a él y tomo mi celular, dicha acción la realice porque le estaba cuestionando dicho acto y realice una llamada a la patrulla  que pasaría por mí para detenerlo e incluso lo seguí con la intención de asegurarlo unos 3º 4 metros y en un instante voltio y dijo que me iba a dar en la madre si no me abría, razón por la cual me introduje entre unos vehículos”, la manifestación vertida no beneficia en nada al C. ********** al no sustentarse en probanza alguna; concatenado a que en la prueba video grafica se puede apreciar que al momento en que la persona del sexo masculino golpea y daña el vehículo del Ayuntamiento, el C. **********comienza a caminar rumbo a la iglesia e inclusive lo realiza por delante de la pareja; quienes se le emparejan enseguida e inclusive llegan a caminar juntos por algunos segundos separándose al momento en que el C. ********** camina hacia la izquierda y detiene su marcha detrás de un vehículo al momento en que la pareja sigue caminando con dirección a la iglesia, avanzando un aproximado de cinco metros cuando **********  toma su celular, sin que se aprecie que éste en algún momento realice acción y/o movimiento  para impedir  la actividad  tendiente a la comisión  de un delito  flagrante, ante el cual se tiene la obligación  de detener  al presunto responsable;  cumpliendo con ello, fiel  y estrictamente  los deberes  establecidos en  la Ley  del Sistema de Seguridad Pública  del Estado de San Luis Potosí y las demás  disposiciones legales; conducta desplegada por el C. **********, misma que es contraria  al deber exigido  en los numerales 56 fracción XXII de la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí; 5 fracción II, 6, 14 y 26 fracción IV del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P.; no es obstáculo para lo anterior las manifestaciones realizadas por el C. ********** en el parte informativo de fecha 16 dieciséis de abril del año 2020 dos mil veinte , que rinde  al LIC**********, SUBDIRECTOR DE TRANSITO MUNICIPAL, el cual acompaña copia simple y que ratifica en acta de investigación administrativa de fecha 20 veinte de abril del 2020, levantada en Oficialía mayor del H. Ayuntamiento de Tamazunchale, S.L.P.; documental en la que manifiesta: “…y cuando hicimos intento seguirlo para su aseguramiento con el policía ********** que se encontraba de servicio en la presidencia cuando de pronto de arriba del balcón nos habló el secretario ********** llevándonos al privado del presidente debido a esto no pude realizar mi trabajo que era seguir el presunto responsable ….”SIC; la manifestación vertida no beneficia en nada al C. ********** al no sustentarse en probanza alguna; concatenado a que en la prueba video gráfica  se puede apreciar que los hechos ocurrieron muy distintamente a como lo manifiesta el C. **********, donde se observa como ya se señaló anteriormente que éste en ningún momento realiza acción y/o movimiento para impedir la actividad tendiente a la comisión de un delito flagrante, ante el cual se tiene la obligación de detener al presunto responsable; cumpliendo con ello, fiel y estrictamente los deberes establecidos en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y las demás disposiciones legales.”  

Asimismo, se desprende que la autoridad emisora del acto en el resolutivo Primero, Segundo y Sexto, señalo:

“PRIMERO.- Ha quedado plenamente acreditada la conducta atribuida al C. ********** Elemento de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P.; al incumplimiento a las obligaciones establecidas en los artículos 56 fracción XXII de la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí así como por el incumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 5 fracción II, 6, 14 y 26 fracción IV del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P., de conformidad con lo establecido en el considerando III de esta resolución.”
“SEGUNDO.- Se decreta  la DESTITUCIÓN DEL CARGO del C. **********, como integrante de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P.; por el incumplimiento a las obligaciones establecidas  en los artículos 56 fracción XXII de la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí así como por el incumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 5 fracción II, 6, 14 y 26 fracción IV del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P. decretándose la terminación de la relación administrativa y como consecuencia el cese de los efectos del nombramiento así como el termino en forma extraordinaria de su Servicio de Carrera en esta Institución de Seguridad Publica, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 88 fracción II inciso b) de la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí y artículo 19 Fracción III del Reglamento de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito.”
(….)

“SEXTO. REQUIERASE al C. **********, para que realice la entrega de toda la información, documentación, equipo, materiales, identificaciones, valores u otros recursos que hayan sido puestos bajo su responsabilidad o custodia.”

De la transcripción anterior se advierte que la autoridad no tomó en cuenta elementos objetivos para la determinación de la sanción disciplinaria aplicable por la Comisión de Honor y Justicia que en este caso es la “Remoción, o destitución del cargo”, toda vez que, debió de basarse en elementos reales que le permitieran determinar precisamente que las condiciones relativas al índice de culpabilidad del ahora actor se ajustaban a la sanción disciplinaria consistente en la destitución del cargo, siendo que en todo caso debió decir cuáles fueron los antecedentes personales y factores en que se basó y como influyeron en el procedimiento disciplinario, para finalmente concluir en la determinación de la sanción consistente en la destitución del cargo.

Sin embargo del contenido de la resolución impugnada se advierte que la autoridad demandada al emitir la resolución impugnada determinó la destitución del cargo del C. **********, como integrante de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P.; por el incumplimiento a las obligaciones establecidas en los artículos 56 fracción XXII de la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí
 y 5 fracción II,
 6
, 14
 y 26 fracción IV
 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P.,  decretándose la terminación de la relación administrativa y como consecuencia el cese de los efectos del nombramiento así como el término en forma extraordinaria de su Servicio de Carrera en esa Institución de Seguridad Publica; sin tomar en consideración los antecedentes personales y los factores que en términos del artículo 116 de la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí, establece para la aplicación de las correcciones y sanciones aplicadas a los integrantes de los cuerpos de seguridad, tales como son: I. Gravedad de la infracción; II. Daños causados a la Institución; III. Daños infligidos a la ciudadanía; IV. Condiciones socioeconómicas del infractor; V. Cargo, comisión, categoría jerárquica y antigüedad; VI. Conducta observada con anterioridad al hecho; VII. Circunstancias de ejecución; VIII. Intencionalidad o negligencia; IX. Perjuicios originados al servicio; X. Daños producidos a otros integrantes; XI. Daños causados al material y equipo, y XII. Grado de instrucción del presunto infractor, de ahí que la emisora del acto no ajustó su actuación a la observación y cumplimiento de las reglas establecidas en la ley.  

En este contexto, lo antes relatado se traduce en la indebida motivación de la individualización de la sanción disciplinaria que fue impuesta al ahora actor, lo cual es ilegal porque en la especie la falta de tales elementos es imputable exclusivamente a la autoridad, quien debió ajustar su actuación a la observación y cumplimiento de las reglas establecidas en el artículo 116 de la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí, ya que, si bien es cierto, que para determinar el grado de culpabilidad  respecto de las indisciplinas o faltas cometidas por los integrantes de las instituciones policiales y el quantum de la sanción; las autoridades competentes hacen uso de su ejercicio de facultades disciplinarias y sancionatorias, también lo es que, la actuación de las autoridades debe ajustarse a la observación y cumplimiento de las reglas y/o requisitos establecidos en las Leyes y reglamentos para la aplicación de las correcciones y sanciones aplicadas a los integrantes de los cuerpos de seguridad.  

En ese entendido, es evidente que los elementos tomados en cuenta por la autoridad son insuficientes para tener por debidamente motivada la sanción disciplinaria impuesta - destitución del cargo - y, por ende, es claro que al no haberse considerado los antecedentes personales del actor y los factores que exige la ley, es claro que la resolución impugnada no cumple con el requisito de debida motivación, al no observarse lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí.
Cabe precisar que el actor no logro desvirtuar en el presente juicio la conducta que se le atribuye consistente en el incumplimiento a las obligaciones contenidas en los normativos 56 fracción XXII de la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí
 y 5 fracción II,
 6
, 14
 y 26 fracción IV
 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Tamazunchale, S.L.P.,  por tanto subsiste la conducta de lo que se sigue que la misma es sancionable. 
Consecuentemente en el caso se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el numeral 250, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establece textualmente lo siguiente:

“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

…

IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y

…”
En ese contexto, con fundamento en los artículos 250, fracción IV, 251 y 252
, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se estima procedente declarar la nulidad lisa y llana de la resolución dictada en el expediente ********** el día diez de julio del dos mil veinte por la Comisión de Honor y Justicia de Seguridad Pública Municipal de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Tamazunchale, S.L.P., dirigida al hoy actor **********, donde resolvieron que había lugar a decretar su Destitución del Cargo, por haber incurrido en el incumplimiento a lo establecido en el artículo 56 fracción XXII de la Ley del Sistema de Seguridad del Estado de San Luis Potosí, y artículos 5 fracción II, 6, 14 y 26 fracción IV del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública y tránsito municipal de Tamazunchale, S.L.P.; por lo que se declara su invalidez y se le deja sin efecto legal alguno.
Finalmente, la Sala estima necesario señalar que si bien este Juzgador resolvió que fue ilegal la resolución impugnada en la que se decretó la destitución del cargo del hoy actor, de ninguna manera puede tener como resultado que se ordene el dictado de una nueva sentencia, pues aun y cuando haya sido determinada como ilegal dicha resolución; la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio, no puede restablecerse, reactivarse o reincorporarse al servicio que se encontraba prestando.

Es decir, dicha restitución no resulta procedente en tanto que el hoy actor era miembro de una institución policial, respecto de los cuales existe prohibición expresa en la Constitución Federal específicamente en el artículo 123, apartado B, fracción XIII de la Constitución Federal de que sean reincorporados al servicio, aún y cuando se determine por parte de la autoridad jurisdiccional, que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada y el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho.
Al respecto, resulta aplicable la Jurisprudencia que se transcribe a continuación:

Época: Décima Época, Registro: 2011397, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo II, Materia(s): Constitucional, Tesis: 2a./J. 38/2016 (10a.), Página: 1204 

“MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. LA PROHIBICIÓN DE REINCORPORARLOS AL SERVICIO CONSTITUYE UNA RESTRICCIÓN CONSTITUCIONAL NO SUSCEPTIBLE DE REVISIÓN.- La citada prohibición prevista en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución General de la República, reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, no da lugar a que pueda emprenderse un ejercicio de armonización o de ponderación entre derechos humanos, pues al ser una restricción constitucional es una condición infranqueable que no pierde su vigencia ni aplicación, la cual constituye una manifestación clara del Constituyente Permanente, que no es susceptible de revisión constitucional, ya que se trata de una decisión soberana del Estado Mexicano….”

Por tanto, En virtud de la naturaleza del presente juicio contencioso administrativo, se desarrollará todo lo conducente a la indemnización, haberes y prestaciones a partir de la destitución del Cargo en el siguiente Considerando.
SÉPTIMO.- El accionante en el apartado que denominó “PRETENSIÓNES QUE SE INTENTAN” de su demanda –foja 4 del expediente en que se actúa-, solicita como consecuencia de la nulidad del acto impugnado, el pago de las siguientes prestaciones:

 “II…el pago de los salarios vencidos y los que se sigan generando, así como los incremento salariales, desde la fecha de mi injustificada destitución ….hasta la legal finalización y cumplimentación de la resolución que dicte..”

“III El pago de todas y cada una de las prestaciones a que tengo derecho de acuerdo a lo previsto en el párrafo segundo del artículo 51 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 33, 34, 42, 60 y 61 Fracciones II Y III de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí.”
En ese tenor a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que les fueron indebidamente violados, en términos de lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se ordena a la autoridad demandada que:

1.- Paguen al Actor la indemnización a que se refiere el artículo 123 apartado B fracción XIII segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; misma que ésta definida en tres meses del último salario percibido, de acuerdo a lo que dispone el artículo 54 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, vigente a la emisión de ésta sentencia. 

A continuación se transcriben los preceptos en cita:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.

 (…)

B. Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores:

(…)

XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes.

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. (…)”

Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí.

“ARTICULO 54. Los integrantes de las instituciones de seguridad podrán ser separados de su cargo si no cumplen con los requisitos de las leyes vigentes, que en el momento de la separación señalen para permanecer en éstas, sin que proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que sea el juicio o medio de defensa para combatir la separación y, en su caso, sólo procederá la indemnización.

Las instituciones de seguridad pública sólo estarán obligadas a una indemnización equivalente a tres meses del último salario percibido, y al otorgamiento de las partes proporcionales de las prestaciones a que tenga derecho la persona separada o removida; tal circunstancia será inscrita en el Registro Nacional correspondiente.”

2.- Pague al Actor las demás prestaciones a que tiene derecho, de acuerdo a lo que dispone el artículo 123 apartado B fracción XIII segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y el artículo 54 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; desde que se concretó su separación, hasta que se realice el pago correspondiente; en el entendido de que el concepto de demás prestaciones a que tenga derecho, incluye todo aquello que legalmente le corresponda y que derive de la relación administrativa que tenía el actor con la demandada, al momento de la afectación de sus derechos, así como aquellos que tengan su origen en un derecho subjetivo tutelado por la normatividad aplicable y que se le hayan generado por el simple transcurso del tiempo, integrados con la remuneración diaria ordinaria, beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía por la prestación de sus servicios, entre otras prestaciones presupuestadas para su nivel y categoría en esa corporación, donde quedan comprendidas las partes proporcionales de aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, es decir, todo aquello que legalmente le corresponda y que derive de la relación administrativa que tenía el actor con la demandada, al momento de la afectación de sus derechos.
El criterio de la Sala, se sustenta en la interpretación del enunciado normativo “y demás prestaciones a que tenga derecho”, que se encuentra contenida en el artículo 123 apartado B fracción XIII segundo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que realizó la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe:

Época: Décima Época, Registro: 2001770, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 2, Materia(s): Constitucional, Tesis: 2a./J. 110/2012 (10a.), Página: 617.

“SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO "Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO", CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.- El citado precepto prevé que si la autoridad jurisdiccional resuelve que es injustificada la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de los miembros de instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio. Ahora bien, en el proceso legislativo correspondiente no se precisaron las razones para incorporar el enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho"; por lo cual, para desentrañar su sentido jurídico, debe considerarse que tiene como antecedente un imperativo categórico: la imposibilidad absoluta de reincorporar a un elemento de los cuerpos de seguridad pública, aun cuando la autoridad jurisdiccional haya resuelto que es injustificada su separación; por tanto, la actualización de ese supuesto implica, como consecuencia lógica y jurídica, la obligación de resarcir al servidor público mediante el pago de una "indemnización" y "demás prestaciones a que tenga derecho". Así las cosas, como esa fue la intención del Constituyente Permanente, el enunciado normativo "y demás prestaciones a que tenga derecho" forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio y hasta que se realice el pago correspondiente. Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la reforma constitucional privilegió el interés general de la seguridad pública sobre el interés particular, debido a que a la sociedad le interesa contar con instituciones policiales honestas, profesionales, competentes, eficientes y eficaces, también lo es que la prosecución de ese fin constitucional no debe estar secundada por violación a los derechos de las personas, ni ha de llevarse al extremo de permitir que las entidades policiales cometan actos ilegales en perjuicio de los derechos de los servidores públicos, sin la correspondiente responsabilidad administrativa del Estado.- Segunda Sala”

3.- Por otra parte, y en relación a la prestación reclamada como el pago de salarios vencidos desde la fecha de su separación hasta el cumplimiento de la presente sentencia, dicho concepto corresponde a un concepto inherente al derecho laboral, sin embargo, el pago de haberes dejados de percibir con motivo del cese injustificado que ha quedado acreditado en el presente considerando, se encuentra comprendido dentro de la condena precisada en el apartado 2 que antecede; 
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1°, párrafo segundo, 7°, fracciones I y XVII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los diversos 248, 249, 250 fracción IV, 251, 252, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Resultaron infundadas las causales de improcedencia y sobreseimiento que hizo valer la enjuiciada, durante la tramitación del presente juicio.

TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD y NULIDAD del acto impugnado, consistente en la resolución de dictada en el expediente ********** el día diez de julio del dos mil veinte por la Comisión de Honor y Justicia de Seguridad Pública Municipal de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí, en consecuencia se declara su invalidez y se le deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el punto considerativo SEXTO de ésta Sentencia.
CUARTO.- A efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron desconocidos o violentados, debe precisarse que si bien existe impedimento constitucional para reincorporarlo al servicio que venía desempeñando; de ahí que para poder satisfacer ese objetivo del dictado del presente fallo que fue resuelto a favor del demandante consistente en la restitución de esos derechos; se ordena a la enjuiciada que pague la indemnización, haberes y prestaciones que se precisaron en el punto considerativo SÉPTIMO de ésta sentencia.
QUINTO.- Notifíquese personalmente al actor y mediante oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- Rubrica
	“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”



	

	


� ARTICULO 56. Son obligaciones de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública:


…..


XXII. Cumplir y hacer cumplir con diligencia las órdenes que reciba con motivo del desempeño de sus funciones, evitando todo acto u omisión que produzca deficiencia en su cumplimiento;


� ARTICULO 5. Son obligaciones que debe observar el personal adscrito a la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal en el ejercicio de sus funciones:


…..


II.- Impedir todas las actividades tendientes a la comisión de un delito y a las infracciones administrativas con la prontitud que el caso requiera;





� ARTICULO 6. El personal de esta Institución tendrá la facultad y la obligación de detener al presunto responsable en los casos de delito flagrante, poniéndolo inmediatamente a disposición del Agente de Ministerio Publico, autoridad competente en los casos que confiere el articulo 129 y 142 del Código de Procedimientos Penales vigente en el Estado de San Luis Potosí.





� ARTICULO14. El personal de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal tendrá como norma fundamental la disciplina que debe de sujetar su conducta, y tendrá como base la observancia de un alto concepto de honor, la justicia y la moral con el objeto de cumplir fiel y estrictamente lo deberes establecido en la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, el presente Reglamento y los ordenamientos de la superioridad.





� ARTICULO 26. Son facultades y obligaciones el personal Policiaco Operativo:


…


IV.- Intervenir cuando tengan conocimiento y presencie hechos que alteren la paz, el orden público y la seguridad de las personas o puedan constituir delitos, dándole persecución inmediata al probable responsable de un delito en casos de flagrante delito, lograr su captura y ponerlo sin demora alguna a la autoridad correspondiente;





� ARTICULO 56. Son obligaciones de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública:


…..


XXII. Cumplir y hacer cumplir con diligencia las órdenes que reciba con motivo del desempeño de sus funciones, evitando todo acto u omisión que produzca deficiencia en su cumplimiento;


� ARTICULO 5. Son obligaciones que debe observar el personal adscrito a la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal en el ejercicio de sus funciones:


…..


II.- Impedir todas las actividades tendientes a la comisión de un delito y a las infracciones administrativas con la prontitud que el caso requiera;





� ARTICULO 6. El personal de esta Institución tendrá la facultad y la obligación de detener al presunto responsable en los casos de delito flagrante, poniéndolo inmediatamente a disposición del Agente de Ministerio Publico, autoridad competente en los casos que confiere el articulo 129 y 142 del Código de Procedimientos Penales vigente en el Estado de San Luis Potosí.





� ARTICULO14. El personal de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal tendrá como norma fundamental la disciplina que debe de sujetar su conducta, y tendrá como base la observancia de un alto concepto de honor, la justicia y la moral con el objeto de cumplir fiel y estrictamente lo deberes establecido en la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, el presente Reglamento y los ordenamientos de la superioridad.





� ARTICULO 26. Son facultades y obligaciones el personal Policiaco Operativo:


…


IV.- Intervenir cuando tengan conocimiento y presencie hechos que alteren la paz, el orden público y la seguridad de las personas o puedan constituir delitos, dándole persecución inmediata al probable responsable de un delito en casos de flagrante delito, lograr su captura y ponerlo sin demora alguna a la autoridad correspondiente;





� “ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.





En los juicios en que se reclame la indemnización en los términos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en la sentencia se determinará, en su caso, la existencia de responsabilidad patrimonial a cargo de la entidad demandada, y el derecho del reclamante a la indemnización, fijándose el monto que ha de pagarse, conforme a los lineamientos de esa Ley.





ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca.


…”





